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León, Guanajuato, a 19 diecinueve de julio del año 2016 dos mil dieciséis. . .  

V I S T O para resolver el expediente número 645/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del Tesorero Municipal de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Precisión y existencia del acto impugnado.
 SEGUNDO.- Que la parte actora impugna la resolución … signada por el Tesorero Municipal, mediante la cual se resuelve el recurso de revisión interpuesto el 19 diecinueve de junio del mismo año, en el sentido de que dicha autoridad es incompetente para resolverlo;  cuya existencia se encuentra acreditada en autos de este proceso administrativo, con el original del oficio …, documental pública que forma parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia y excepciones.
TERCERO.- Que por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo,  el  Juzgador  de oficio o a  instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Tesorero Municipal en la contestación de la demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La falta de acción y carencia de derecho para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar la resolución impugnada, toda vez que se encuentra dirigida hacia su persona y como destinataria de la misma está en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
La excepción derivada de los artículos 136, 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución fiscal combatida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción Non Mutati Libeli para el efecto de que una vez desahogada la contestación a la demanda, las posibles modificaciones o ampliaciones de la parte actora no sean consideradas; se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurrirá en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de las excepciones y defensas  y estimando además que de autos  no se advierte que se actualiza ninguna causal de las previstas en el citado artículo 261 y que no se configura ninguna causal de sobreseimiento de las establecidas en el mencionado artículo 262, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . 

Análisis de los conceptos de impugnación.
CUARTO.- Que la parte actora en el primer párrafo del capítulo de  conceptos de impugnación de la demanda alega en lo esencial que la resolución impugnada es violatoria de lo dispuesto en las fracciones VI y IX del artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que se encuentra carente de fundamentación y motivación; en el tercer párrafo del mismo capítulo aduce que la demandada al emitir la resolución impugnada pierde de vista lo siguiente: en su momento se presentó declaratoria de prescripción y respecto a ella se pronunció, sí la demandada se consideró autoridad no fiscal debió, en dicho oficio, pronunciar que no es una autoridad fiscal y por lo tanto, no podía emitir resolución respecto de dicha petición; sin perjuicio de lo anterior, el artículo 4° del Código Fiscal para el Estado de Guanajuato, le otorga competencia a la Tesorería Municipal y la convierte en una autoridad fiscal, ya que se trata de un autoridad recaudadora y administradora del impuesto, negar lo contrario implica que no puede ejercer facultades de cobro de dicho impuesto; en el penúltimo párrafo del mismo capítulo expresa que si la Tesorería Municipal se consideró autoridad no competente a efecto de resolver el medio de defensa interpuesto, debió turnarla a la autoridad competente, máxime que dicho medio de defensa se interpuso en tiempo y forma; y, en el último párrafo del mismo capítulo alega que la resolución impugnada se encuentra carente de fundamentación y motivación. En tanto, que el Tesorero Municipal en la contestación de la demanda aduce en lo toral que en relación al acto impugnado mediante el cual se resolvió el recurso de revisión interpuesto por la parte actora …, se pretende combatir una resolución expedida por el Tesorero Municipal e interpone el Recurso de Revisión basando su actuar en diversas disposiciones del Código Fiscal del Estado de Guanajuato, el cual en sus artículos 166 y 197 prevé el recurso de revisión como un medio de defensa para los contribuyentes en contra de los actos de autoridades fiscales del Estado, sin embargo, no es aplicable la disposición antes citada, ya que las resoluciones emitidas por el Tesorero Municipal no son actos de autoridad fiscal del Estado, por lo que la vía para promover el recurso intentado no es la correcta, determinando que no es la competente para conocer y resolver el recurso de revisión planteado en contra de la resolución impugnada, actuando únicamente con las atribuciones que le han sido conferidas. . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO este concepto de impugnación, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que la competencia de la Tesorería en materia de prescripción y cobro de contribuciones municipales no se establece en el artículo 4° del Código Fiscal para el Estado de Guanajuato, toda vez que este ordenamiento no rige la Hacienda Púbica en el ámbito de Gobierno Municipal, ya que éste tiene sus propias Leyes, de ahí que sus contribuciones y otros ingresos se establecen por la Legislatura Local, en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, de acuerdo lo señalado por el artículo 115, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que en su primer párrafo dispone: “IV.- Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, …”. Por tanto, el medio ordinario de defensa que procede en contra de la negativa de la declaración de prescripción es el recurso administrativo contemplado en la referida Ley de Hacienda o el juicio de nulidad y en este orden de ideas, no le asiste la razón a la parte actora, en el sentido de que la competencia de la Tesorería Municipal se contempla en el artículo 4° del citado Código Fiscal. . . . . . . . . . . . . . . .  

Ahora bien, analizando el contenido de la resolución impugnada es dable concluir que se encuentra indebidamente fundada, toda vez que los artículos 196 y 197 del Código Fiscal para el Estado de Guanajuato, no son aplicables a los medios de impugnación intentados en contra de actos fiscales que decidan cuestiones relacionadas sobre contribuciones municipales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, la resolución impugnada se encuentra indebidamente motivada, pues a pesar de que la parte actora señaló que interponía el recurso de revisión contemplado en los artículos 196 y 197 del Código Fiscal para el Estado de Guanajuato, esta circunstancia por sí sola, jurídicamente no justifica la declaración de improcedencia del recurso de revisión, que hace la autoridad al considerarse no competente para resolverlo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, en virtud de que el recurso administrativo presupone la existencia de un acto fiscal previo que puede ser revisado por la autoridad que lo emitió o por el superior jerárquico; de este modo, no debe perderse de vista que el recurso es un medio de control interno de legalidad de la propia Administración Municipal que le permite revisar sus propios actos, que tiende más a la eficacia de su función pública, que a la tutela de intereses particulares, ello se justifica, por dos razones a saber: porque la actuación de la administración pública es de orden público y  porque dentro de los procedimientos de los recursos generalmente no rigen los principios de igualdad de las partes, ni de contradicción, ya que no existe el demandado ni un Juez imparcial para resolver el recurso. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
En congruencia con lo anterior, podemos sostener que en el recurso tramitado en sede administrativa, el Tesorero Municipal al resolverlo no debe atender a la designación del recurso aún con el nombre equivocado, sino que debe considerar los razonamientos planteados, pues como quedó apuntado, es un medio de control interno de legalidad de la propia Administración Municipal y contrario a la estimación de la autoridad fiscal, debe partir de la premisa de que el recurrente está haciendo una manifestación de voluntad expresando motivos de inconformidad específicos en contra del acto recurrido, por lo que en esas condiciones, la improcedencia del recurso no depende de la cita incorrecta de su denominación, de los preceptos legales u ordenamientos que se invocan como apoyo del medio de defensa, toda vez que estas constituyen razones de mera forma o exigencias de expresión, pues la autoridad debe estimar estas situaciones como aspectos de oscuridad del recurso que si no previno al recurrente, al momento de resolver puede superarlos por medio de la interpretación. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En ese sentido, el recurso de revisión planteado a la autoridad demandada no debe declararse improcedente bajo el argumento de que solo procede respecto de actos de la autoridad fiscal del Estado y que no es la vía para impugnar la resolución que niega la declaración de prescripción del crédito fiscal por impuesto predial, sino que se encuentra constreñida, a tramitar el recurso de revisión como Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, puesto que éste último es el que procede respecto del cobro de créditos fiscales prescritos, según lo disponen los artículos 61 y 147 fracción I de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, numerales que establecen: . . . . . . .  . . . . . . . 

“Artículo 61.- Si la autoridad determina el crédito o realiza el cobro, a pesar de haber operado la prescripción, sólo podrá interponerse el recurso establecido en esta Ley.”. 
Artículo 147.- El recurso de oposición al procedimiento administrativo de ejecución procederá contra los actos que:
 I.- Exijan el pago de créditos fiscales cuando se alegue que éstos se han extinguido…”.
Es por lo anterior que, el Tesorero Municipal independientemente de la denominación del medio ordinario de defensa, lo debió resolver como Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, conforme a las disposiciones de la aludida Ley de Hacienda para los Municipios y previo estudio determinar si ha operado o no la prescripción del crédito fiscal por impuesto predial, conforme a lo establecido en los artículos 60 y 62 de la propia Ley de Hacienda para los Municipios, dado que estos numerales regulan dicha institución jurídica y se expresan en la petición primigenia; como quiera que sea, la autoridad dejó de observar lo que disponen los artículos 15 inciso C) y 153 del mismo Ordenamiento Legal, numerales que le conceden competencia para conocer de la impugnación de la resolución que consta en el Oficio …, a través del que se declara la improcedencia del recurso, en razón de que  el citado inciso C) del artículo 15, contempla al Tesorero Municipal como autoridad fiscal; mientras que el referido artículo 153, expresamente dispone que el recurso de oposición al procedimiento administrativo de ejecución se interpone ante el Tesorero Municipal, preceptos que establecen:  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 15.- Son autoridades fiscales para los efectos de esta ley y demás disposiciones vigentes, las siguientes:
C) Los Tesoreros Municipales.”
“Artículo 153.- El recurso de oposición al procedimiento de ejecución se hará valer ante la Tesorería Municipal y no podrá discutirse en el mismo la validez del acto administrativo en que se haya determinado el crédito fiscal.”
Derivado de lo anterior, el Tesorero Municipal, indebidamente fundó y motivo su resolución en el sentido de estimar que no es competente para conocer el indebidamente denominado recurso de revisión, pues, como se ha dicho, al no prevenir al recurrente para que aclarara el escrito de recurso de revisión, debió resolverlo como Recurso de Oposición al Procedimiento Administrativo de Ejecución, previsto en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En virtud de lo expuesto, el acto impugnado afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte justiciable, violándose en su perjuicio los artículos 15 inciso C) y 153 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, 137, fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 302, fracción II, del propio Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; en consecuencia, con fundamento en el artículo 300, fracción III, del mismo Ordenamiento Jurídico, es procedente declarar la NULIDAD de la resolución que consta en el oficio … signada por el Tesorero Municipal, mediante la cual se solventa el recurso de revisión interpuesto el 19 diecinueve de junio del mismo año, en el sentido de que no es competente para conocerlo; dicha nulidad es para el efecto de que la autoridad demandada emita una nueva resolución, subsanando los vicios de forma indicados en supralíneas y con libertad de atribuciones determine lo que en derecho proceda respeto al acto recurrido en sede administrativa, sin descartar la improcedencia por la configuración de alguna de las causales contempladas en el artículo 151 de la pluricitada Ley de Hacienda para los Municipios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones III y, 302 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la  NULIDAD de la resolución que consta en el oficio … signada por el Tesorero Municipal, mediante la cual se resuelve el recurso de revisión interpuesto …, en el sentido de que no es competente para conocerlo; dicha nulidad es para el efecto de que la autoridad demandada emita una nueva resolución en los términos precisados en el considerando cuarto de esta resolución, dentro de los quince días siguientes a partir de que cause estado la presente sentencia, debiendo informar a este juzgado sobre el cumplimiento de la misma, exhibiendo las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma,… el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
